PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Solicitar al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, para que a través del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, se sirva informar a este Cuerpo por escrito y a la brevedad las siguientes cuestiones relacionadas con la implementación de la Tarifa Energética de Interés Social:

1. Si a partir del nuevo cuadro tarifario vigente, se está implementando en el territorio de la Provincia, en la órbita del OCEBA, el Sistema de Tarifa Eléctrica de Interés Social (TEIS).

2. Si se encuentra discriminado en la factura de energía de cada usuario el importe destinado al Fondo Provincial de Compensaciones Tarifarias.

3. Si el cuadro tarifario para el año 2006 rige a partir del mes de enero, ¿en qué se está asignando lo recaudado hasta la fecha por el aumento en el importe destinado a dicho  Fondo ?

4. Informe si existen estadísticas acerca de la cantidad potencial de usuarios que deberían recibir el beneficio de la TEIS y de ser así, poder conocerlas.

5. Si hubo participación de las asociaciones de Usuarios y Consumidores en la confección del  régimen tarifario .

6. De ser así, informe cuales de estas asociaciones de Usuarios y Consumidores han participado.

7. Si existe la participación de las Asociaciones de Usuarios y Consumidores y de la Provincia, en los organismos de Control (tal como lo establece el art. 42° de la Constitución Nacional)

8. Cuales son los mecanismos que implementa la Provincia para ejercer la promoción y defensa de los intereses económicos de los usuarios y consumidores. (tal como lo establece el art. 38 de la Constitución Nacional). 

9. Cuales son los mecanismos que implementa la Provincia para brindar una adecuada y veraz información acerca de los alcances  de la TEIS.

10. Qué medidas de control y regulación se han implementado a los fines del cumplimiento de la TEIS a través del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia. 

FUNDAMENTOS

Antecedentes de la Tarifa Social

Acuerdo Marco del Servicio Eléctrico 

         La situación de irregularidad de miles de usuarios del conurbano bonaerense comprendidos dentro del área de concesión de las empresas Edenor y Edesur hizo que en el año 1994 el Estado Nacional celebrara  un acuerdo con la provincia de Buenos Aires y las empresas  concesionarias mencionadas, ratificado por el Decreto 584/94, a fin de lograr la incorporación al circuito de la distribución de energía eléctrica a los pobladores de villas de emergencia y barrios carenciados.

        El Acuerdo contemplaba la necesidad de proceder a la regularización dominial de los habitantes de asentamientos precarios, la apertura de calles, la realización de obras de infraestructura eléctrica y la instalación de medidores individuales.

        En un plazo de cuatro años las partes se comprometían a lograr estos objetivos, aplicándose una tarifa diferencial y creándose un Fondo Especial para el pago de los saldos impagos de dichos barrios, constituido por el Impuesto al Valor Agregado aportado por el Estado Nacional, los impuestos provinciales y municipales aportados por los gobiernos provinciales y locales. 

        El plazo de dicho Acuerdo fue ampliado en 1998, mediante una Addenda,  por un plazo mayor  de 50 meses.


Durante la gestión del entonces Ministro de Obras y Servicios Públicos Julián Domínguez, se estableció mediante Resolución 17/2000 que las distribuidoras podrían establecer tarifas menores para casos donde se determine la imposibilidad de mantener o acceder al servicio de energía eléctrica; que estas tarifas tendrían vigencia automática sin necesidad de aprobación previa por parte de la Autoridad de Aplicación y no se considerarían violatorias del principio de no discriminación tarifaria;  que el prestador debería cumplir todas las condiciones exigibles a su responsabilidad, y que los prestadores podrían instalar a su costo limitadores individuales de reposición automática de 6 amperes como mínimo.

En la actualidad los fondos de aquel acuerdo servirían para la cancelación de los saldos impagos de los núcleos habitacionales denominados Villas de Emergencia, cuyos habitantes se encuentran exceptuados  del pago del servicio mediante ese mecanismo.  

TARIFA SOCIAL en el servicio de Agua potable y cloacas 

         La difícil situación socioeconómica por la que atraviesan muchos de los usuarios de la concesión indujo al Directorio del Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios ( ETOSS )  a introducir en el Acta de la Revisión Quinquenal de Tarifas del 9/1/01 el concepto de Tarifa Social.

        Las proyecciones del Modelo Económico Financiero de la concesión incluyen una previsión de cuatro millones de pesos anuales en concepto de Tarifa Social, considerando su aplicación a partir del 1 de julio de 2001.

         El objetivo primario del  Programa de Tarifa Social consiste en establecer   un sistema de asistencia a los usuarios de bajos recursos de los servicios públicos de agua potable y desagües cloacales que se prestaban en ámbito de la concesión de  Ex Aguas Argentinas S.A. que, como consecuencia de situaciones socioeconómicas especiales, particulares graves, permanentes o transitorias, no se encuentren en condiciones de afrontar el pago de la tarifa que corresponda a dichos servicios.

         A los efectos de la organización del Programa de Tarifa Social y teniendo en cuenta la necesidad de articular los consensos necesarios para el apoyo comunitario de la propuesta se conformó un grupo de trabajo integrado por representantes del ETOSS, la Concesionaria Aguas Argentinas S.A., la Comisión de Usuarios del ETOSS, Asociaciones de Usuarios locales y Organizaciones No Gubernamentales, cuya coordinación técnica estuvo a cargo de la Gerencia de Relaciones Institucionales y de Economía del Sector del ETOSS.

         La tarea del grupo de trabajo se encuentra en su etapa final, previéndose que la implementación práctica de la Tarifa se disponga próximamente. El universo de beneficiarios en los 17 distritos que abarca la concesión supera los 100 mil usuarios.


Antecedente valioso a la hora de evaluar las carencias en el trabajo presentado para el sector eléctrico.

  

PROVINCIA de BUENOS AIRES

  

         El gobierno de la provincia de Buenos Aires se ha mostrado preocupado por el conjunto de usuarios del servicio de energía eléctrica pertenecientes a la jurisdicción provincial que, “producto de una circunstancia objetiva de marcada pobreza a la que no puede ser indiferente el resto de la sociedad “ “no pueden acceder libremente al esencial servicio público de electricidad que, en la etapa actual de la civilización es imprescindible para el cuidado de la salud, la calidad de vida y el desarrollo integral del individuo y la familia”. A  través de la Resolución Nº 17, del Ministerio de Obras y Servicios Públicos provincial, mencionada ut supra  y,  mediante el  Decreto 1522/2000, dispuso la reducción total de las alícuotas de los impuestos creados por los Decretos Leyes Nº 7290/67 y 9038/78, a los usuarios residenciales sujetos a la jurisdicción provincial que reúnan las características propias de los encasillados en la Tarifa T1R. 
        Ambas normas fueron confirmadas recientemente mediante Ley provincial aprobada por la legislatura bonaerense, que, además, promueve la adhesión de los municipios mediante la reducción de las alícuotas correspondientes  a éstas, por Ley 11969 y a las tasas de alumbrado público.

         Aún cuando no se ha establecido la reglamentación pertinente de la norma, la Tarifa Social se encuentra ejecutándose en diferentes distritos de la jurisdicción provincial.

         Dicha norma dispone  que la reducción de impuestos también operará en el caso que la autoridad reguladora nacional disponga una reducción de tarifas similar a la implementada por las empresas distribuidoras de energía del interior de la provincia de Buenos Aires.

 Los hogares más pobres gastan el 15% de sus ingresos en el pago de servicios públicos esenciales (energía eléctrica, agua y otros servicios).

Si bien el monto dinerario de gasto en servicios de cada familia pobre es muy inferior al del resto de la población, es proporcionalmente mayor si se toma en cuenta el total de los ingresos percibidos por cada una de ellas. El promedio de gasto en servicios para el conjunto de los hogares implica un 8,9% del ingreso.

Es así como una disminución del gasto en servicios en las familias más pobres genera una sensible mejora en su capacidad adquisitiva ya que libera una parte del ingreso (alrededor del 7%) para incrementar su gasto en otros bienes de consumo.

Por otra parte, las familias con ingresos por debajo del promedio de los hogares más pobres, sobre todo aquellas en condiciones de indigencia, ven dificultadas las  posibilidades materiales de sostener los costos básicos de los  servicios esenciales, aún si sus consumos son mínimos.

La generalización y actualización de los datos de suspensión y corte del servicio en los 38 distritos de la concesión de EDENOR S.A, sumado al agravamiento de la situación socioeconómica nos permitiría ratificar la necesidad de implementación de la Tarifa Social en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires. 

Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares me acompañen con su voto positivo el presente proyecto.

   

